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NttM. REGISTROz 662/92

ASITNTO: Recurso de amparo

promovido por Don Tomas Girón

Soto y otras personas

SOBRE: Auto de la Sección

Tercera de la Audiencia

Provincial de Madrid

desestimatorio del recurso de

queja contra la providencia del

Juzgado de Instrucción nt1m. 29

de Ia misma ciudad que denegó

1a personación de los

acusaciónrecurrenLeg como

particular en la dil igencias

prev ias  núm.  52 /9L .

La Sección

int,erpuesto por don Tomás

ha examinado

Girón Soto y

el recurso de amparo

otras personas.

I .  ANTECEDENTES

1. Doña Rosina Montes Agust,f, Procuradora de los

Tribunales, en nombre y representación de Don Tomáe Girón Soto

y numerosas pereonas más, formula recurso de amparo cont,ra el

auto de La Sección Tercera de La Audiencia Provincial de

Madrid, de L5 de Febrero de L992, desestimatorio del recurso de

queja interpuesto por los actores cont,ra 1a resolución del

Juzgado de Instrucción nr1m. 29 de La misma ciudad, que declaró

no haber lugar a La personación de éstos como acusación
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part icular en las di l igencias previas núm. 52/9L

2. EI recurso t iene su or igen en los s iguientes

ant,ecedentes de hechos:

A) En el Juzgado de Instrucción nr1m. 29 de Madrid

se siguieron 1as Dil igencias Previas nr1m. 52/gL contra don Luis

Usera Cano y don Antonio Morenes Giles, como consecuencia de la

suscr ipc ión y  poster ior  enajenación de LL4.442 acc iones de la

ent , idad REPsoL s.A.¡  por  impor t ,e  de L94.553.400 Pts,  a  nombre

de 484 inversores, entre l-os que se encontraban los

demandantes, para Lo que carecfan de Las correspondientes

órdenes de suscr ipc ión y  enajenación de éstos.

B)  F ina l izada Ia  fase de inst rucc ión del  proceso

penal, tanto el Ministerio Fiscal como ]a defensa formularon

sus respect ivos escr i tos de acusación y  ca l i f icac ión loe d las 3

de octubre y 4 de noviembre de 1991. Por su part,e, €I 6 de no-

viembre de L99L, los actores pretendieron personarse como

acusación part icular en las citadas di l igencias, pretensión

ésta que no fue atendida por eI instructor, quien, mediante

providencia de ? de noviembre de 1991, declaró no haber lugar a

personación alguna por haber precluido el plazo para el lo en

apl icac ión de Io  d ispuesto en eI  ar t .  1-10 de la  L.E.Cr im.

C)Int ,erpuesto recurso de queja contra La resoluc ión

expresada, La Audiencia Provincial, en su auto de L5 de febrero

de L992, desestimó el mismo con apoyo en dos argumentos: en

pr imer lugarr  €D que e1 ar t .  L lO de la  L.E.Cr im.  no permi te la

personación de partes acusadoras después de Ia caLif icación de

Ia causa; en segundo lugar¡ €[ que los recurrentes no podfan

considerarse perjudicados por el hecho punible debido a que el

bien jurldico protegido en e1 del- i to de falsif icación de

documentos, perseguido en eI proceso penalr es La fe prlbl ica y

la confianza social en el valor probatorio de los documentos,

del  que los recurrentes no son t i tu lares.
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2. Consideran Los actores que e1 verdadero

transfondo deL asunto estr iba en diLucidar si concurre en el los

1a cualidad de ofendidos o perjudicados por el hecho punible.

As1, afirman que ofendido en derecho penal es quien recibe eI

daño pena1, y perjudicado el que recibe el daño civi l .  Por

eIIo, 6i como afirma Ia resolución recurrida el bien jurfdico

prot,egido en el del i to de falsedad es 1a fe pública y Ia

confianza social en e] valor de los documentos, su t i tular no

puede ser otro que ]a sociedad en su conjunt'o t Y t en

consecuencia, el ofrecimiento de acciones previsto en el art.

L09 de 1a L.E.Cr im.  ha de hacerse a todos aquel los que pueden

tener interés en la causa por haber sido afect,ados por el hecho

criminal-; es decirr la persona a Ia que va referida e1

documento falso habrá de ser considerada necesariamente

ofendida o per jud icada.

Los recurrentes se han visto afectados por el hecho

delict, ivo puesto que los presuntos autores de1 mismo usaron 6us

nombres y otros dat,os personales para su comisión. Por este

motivo, resulta evident,e 1a obligatoriedad de hacer a ést,os eI

of rec imiento de acc iones prev is to en e l  ar t .  L09 de la

L.E.Cr im.  con caráct ,er  prev io a Ia  cat i f icac ión,  y  la  omj-s ión

de dicho trámite ha de }levar necesariamente a declarar la

nulidad de las actuaciones, de una parte' porque asl 1o exlge

la naturaleza de orden púbIico de }as normas procesales, Yt de

otra, porque cualquier transgresión de éstas ha de ser reme-

diada en el moment,o en que sea advertida.

La infracción de Ia norma procesal producida afecta

a 1a defensa de los perjudicados dado que la falta de

información sobre su derecho a mostrarse parte en Ia causa y a

ser asist idos de Abogado y Procurador es una omisión imputable

exclusivamente aI órgano judiciatr güe no sóIo inpl ica una

vulnerac ión de los ar ts .  l -09 de la  L.E.Cr in .  y  238 de la  LOPJ'

sino que afecta al derecho de audiencia de los recurrentes y

les  causa  i nde fens ión  p rosc r i t a  po r  e l  a r t .  24 .L  C .E .
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Por este motivo, sol icitan que Ee declare Ia

nulidad de Las actuaciones desde el momento anterior a la

cali f icación del deli to, a f in de que se reconozca e1 derecho

de los recurrent,es a ser parte en la causa.

3. Mediante providencia de 22 de junio de 1992, la

Sección Cuarta de la Sala Segunda de este Tribunal acordó, de

conformidad con 1o dispuesto en el- núm. 3 del- art. 50 de la

LOTC, conceder a la parte demandante de amparo y aI Ministerio

Fiscal un plazo común de diez dlas para que formulasen, con las

aportaciones documentales que procedan, Ias alegaciones que

estimen pert inentes en relación con la carencia manif iesta de

cont ,en ido const i tuc ional  de 1a demanda (ar t .  50.1 c)  LOTC).

4.  E l  I  de ju l io  de L992,  Ios actores present 'aron

6us alegaciones ante este Tribunal. Tras sostener eI carácter

de ofendidos o perjudicados por el del i to perseguido que, a su

juicio, concurre en los actores, afirman que dicha cualidad era

conocida por el Juzgado de Inst,rucción y por el Ministerio

Fiscal con ant,erioridad aI trámite de cali f icacj-ón, puesto que

en la causa constaba perfectamente acreditada Ia forma en que

los enjuiciados l levaron a cabo su conducta y la totaLidad de

los datos privados de aquellos. Por esta motivo, la omisión del

t rámi te prev is to en e l  ar t .  L09 de la  L.E.Cr im.  Ies ha pr ivado

de la posibi l idad de actuar como acusadores part iculares o ac-

tores civi les, ha conculcado el principio de audiencia y les ha

causado indefensión.

De esta patent,e i-ndef ensión deriva e1 contenido

const, i tucional de 1a demanda, Yd que supone la vulneración de1

art. 24 de la Constitución que proclama el derecho a Ia tutela

judicial efectiva. Por eIIo, int,eresa que se cont, inrle la trami-

Lación del recurso por loe trámites previstos en Ia Ley.

5. En la misma fecha elevó sus alegaciones el Mi-

nisterio Fiscal, en el sentido de rechazar el contenido consti-

tucional de la demanda. En primer término, por cuanto eI debate
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acerca del concepto de ofendido o perjudicado por eI del i to al

que  se  re f i e ren  l os  a r t s .  109  y  110  de  l a  L .E .Cr im .  es  más  p ro -

pio de la exclusiva competencia de 1a jurisdicción ordinaria.

En segundo términor por cuanto la argumentación de 1as resolu-

ciones recurridas, aI negar e} carácter de ofendido-perjudicado

de Los recurrentes en razón a Ia natural-eza del bien jurfdico

protegido por e1 deli to de falsif icación de documento

mercant, i l ,  no parece reunir las caracterlst icas de una

interpretación arbitraria, ni enervante, ni formalista, ni

desproporcionada, exigida de manera constante por la

jurisprudencia del Tribunal Constitucional en este campo

Los demandantes de amparo no pueden ser

considerados ni como ofendidos por el del i to, categorfa

procesal que implica de alguna manera la de sujeto pasivo del

t ipo penal, Di tampoco eI de perjudicados, categorla que exige

relación con la acción civi l  ex delicto. El mero hecho de usar

Ios nombres de los demandantes para cometer un delito de

falsif icación en documento mercanti l ,  sin perjuicio patrimonial

para el losr no puede servir para arrogarse aquellas categorfas

p rocesa les .

Por todo 1o expuesto, eI Fiscal interesa 9ü€¡ de

conformidad con e1 art. 86 de Ia LOTCr s€ dicte auto por e1 que

se acuerde la inadmisión del presente recurso de amparo por

concurrir en el mismo Ia causa de inadmisión prevenida en el

a r t .  50 .1  c )  de  l a  LOTC.

II.  FUNDAMENTOS JURIDICOS

L. Pretenden los actores en su demanda que esLe

Tribunal declare la nulidad de act,uaciones en las Dil igencias

Previas núm. 52/9i- por no habérseles realizado el ofreciniento

de acc iones  preven ido  en  e l  a r t .  109 de  la  L .E .Cr im. ,  Yd 9ü€r  a

su juicio, e1los tienen Ja condición de ofendidos y
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perjudicados por el deLito perseguido, y la omisión de este

t,rámite fes ha impedido mostrarse parte en la causa y causado

indefensión.

Sin enbatgot a la vista de sus alegaciones y de Las

elevadas a est,e Tribunal por eI Ministerio Fiscal, no cabe sino

concluir en Ia carencia de cont,enido conetiLucional de su

demanda y en la concurrencia del supuesto de inadmisión

prev is to en eL ar t .  50.1 c)  de la  LOTC

2. De acuerdo con los razonamientos puest,os de

mani f iesto por  los órganos jud ic ia les,  la  exc lus ión de los

actores de la causa y Ia no adrnieión de au personación como

acueación part icular en Ia misma se ha debido a que ésta ha

tenido lugar después del trámite de cali f icación realizada por

el Ministerio Fiscal y por l-a defensa de 1os imputados, es

decir, una vez que habfa preclufdo el plazo previsto en eI arL.

110 de Ia  L.E.Cr im.  Por  e l  contrar io ,  los demandantes

argumentan que su extemporánea personación se debe a la propia

actuación de los órganos judiciales, quienes han incumplido con

una norma procesal de necesaria observancia cual es la de1 art.

109  de  l a  L .E .Cr im . .  A  su  vez ,  La  Aud ienc ia  P rov . i nc ia l  en  e l

auto impugnado, resolutorio de un recurso de queja contra la

providencia deL instructor que no dió lugar a la personación de

los recurrentes, afirma güe, a Ia vist,a del bien jurfdico

prot,egido por el del i to perseguido (falsedad en documento

mercant i l ) ,  los actores carecen de Ia  condic ión de "ofendidos o

perjudicados" por el hecho punible t Y tal circunst,ancia

excluye 1a obligación del órgano judicial de hacer el

o f rec imiento de acc iones.

En  e fec to ,  e ]  a r t .  109  de  La  L .E .Cr im .  adv ie r te  que

en el acto de recibirse declaración al ofendido que tuviese

capacidad legal necesaria, se instruirá e1 derecho que le

asist,e para mostrarse parte en eI proceso y renunciar o no a la

resti tución de Ia cosa, reparación de1 daño e indemnización del

per ju ic io  causado por  eI  hecho punib le.  Por  tanto,  la
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obligación del los órganos judiciales de cumplir con eI trámite

prev is to en e l  ar t .  109 de Ia  L.E.Cr im.  ex ige como condic ión

previa t,ener eI carácter de ofendido por el hecho punible,

pues, de 1o cont,rario, el propio artfculo comentado impide

hacer  "a los in teresados en las acc iones c iv i les o penales

notif icación alguna que prolongue o detenga el curso de la

causa " .

Asl pues, la obligación de efecüuar el ofrecimiento

de acciones presupone un juicio anterior de1 órgano judicial en

orden a determinar si la persona que se ha visto afectada por

la infracción penal posee o no la condición de ofendido por el

deli t ,o. A esta f inal idad atiende, precisamente, €1 fundamento

de derecho tercero deL auto impugnado. En é1 se afirma que la

conducta enjuiciada constituye un deli t ,o de falsedad en

documento mercant, j- l  del art,.  203 del Código Penal '  cuyo bien

jurfdico prot,egido Io es la fe prlbl ica y la confianza social en

el valor probatorio de los documentos del que los recurrentes

"no son t i t ,ulares sino en sentido abstracto -razón por Ia que

podr fan ut i l izar  Ia  acc ión popular  de l  ar t .  L0L de la  L.E.Cr im.

y L25 de Ia Constit ,ución-; carencia de la condición de sujetos

pasivos de1 deli to que excluye Ia obligación del órgano judi-

c ia l  de of rec imiento de acc iones" .

Como ya di jo este Tr ibunal  en su STC LL3/84, el  de-

terminar si una persona debe considerarse o no como ofendida a

efectos de 1o dispuesto en el-  ar t .  109 de La L.E.Crirn.  es un

problema de mera legalidad que carece de relevancia

constituciona]. Se t,rata, pues, de un juicio de legalidad que

ha sido verif icado y razonado en su resol-ución por el" órgano

judicialr €r uso de Jas funciones que Le son propias de acuerdo

con e I  a r t .  LL7.3  de  Ia  C.8 . ,  y  que no  puede ser  rev isado en

est,a sede const i tucional .

3. También hemos afirmado con reiteración (STC

99/55,  ent re ot ras)  gue e l  derecho a obtener  la  tu te la  jud ic ia l

efect, iva no es un derecho incondicional sino de prestación, ot
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1o que es 1o mismo, de configuración 1egal. En consecuencia, la

tutela judicial efect,iva ha de producirse en Los términos y

dentro de los cauces que el legislador ha querido articular

(ssTc  LL6 /86  y  L75 /88 ,

En e1 supuesto ahora estudiado, al  ar t , .  L10 de La

L.E,Crim. prescr ibe que los per judicados pueden mostrarse part ,e

en la causa si Lo hacen antes del t,rámite de calif icación del

detito. Por este motivo, e1 ejercicio de t,al preLensión después

de cal i f icada 1a causa por la acusación y por la defensa de los

imput,ados, supone una actuación extemporánea y fuera de los

cauceÉr legales por parte de los recurrentes.

l,a argumentación de 1as resoluciones judiciales

impugnadas, al negar la condición de ofendidos por e1 delito a

los demandantes, viene apoyada en una causa 1egal y no puede

calif icarse de arbitraria o irrazonada, en el sentido exigido

por la jur isprudencia de este Tr ibunal .  Han obtenido, asl ,  1os

actores una respuesta fundada en derecho a su pretensión, que

para nada ha afectado al derecho fundamentaL que afirman

infr ingido.

En atención a todo el lo, fa SecciÓn acuerda Ia

inadmisión deL presente recurso de amparo y el archivo de las

actuaciones.

Madrid, catorce de septienbre de nil novecientos

noventa v  dos.
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